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I. Introducción 

1. El GCF establece esta Política Ambiental y Social (en adelante, "la política") de carácter integral, 
en la cual se explica el modo en que el GCF incorpora las consideraciones ambientales y sociales en sus 
decisiones y operaciones con miras a gestionar eficazmente los riesgos y efectos ambientales y sociales y 
mejorar los resultados. 

 
II. Definiciones 

2. En esta política, se aplican las siguientes definiciones: 

(a) Adquisición de tierras: se refiere a todo método para obtener tierras con fines relativos a los 
proyectos; esto puede incluir la compra directa, la expropiación de la propiedad o la adquisición 
de derechos de acceso, como servidumbres o derechos de paso. 

(b) Actividades: a los efectos de esta política y salvo que se especifique algo diferente, se refiere a los 
programas, proyectos y subproyectos. 

(c) Debida diligencia: en el contexto del sistema de gestión ambiental y social, denota el proceso 
por el cual se investigan las posibles inversiones a fin de corroborar todos los datos, por ejemplo, 
se examinan las salvaguardias ambientales y sociales, las auditorías, las evaluaciones y el 
cumplimiento normativo antes de considerar el otorgamiento de financiación o de celebrar un 
acuerdo con otra parte. 

(d) Efectos acumulativos: son aquellos derivados del impacto gradual sobre las áreas o los 
recursos que ocupa el proyecto o en los que el proyecto repercute de forma directa, que 
generan otros desarrollos actuales, planificados o razonablemente definidos al momento de la 
identificación de los riesgos y efectos. 

(e) Efectos ambientales y sociales: se refiere a todo cambio, potencial o consumado, que altere 
(i) el medio físico, natural o cultural, y (ii) los efectos sobre las comunidades aledañas y los 
trabajadores, derivados de las actividades a las que se respaldará. 

(f) Entidad acreditada: denota una entidad acreditada por la Junta de conformidad con el 
Instrumento rector y las decisiones de la Junta pertinentes. Las funciones de las entidades 
acreditadas están asociadas a la gestión y supervisión de la ejecución de los proyectos; esto 
incluye la gestación y elaboración de una propuesta de financiación, la sucesiva administración 
de las etapas necesarias del proceso de ejecución hasta su conclusión (gestión de proyectos) en 
representación del contribuidor de los fondos, y las obligaciones relativas a la presentación de 
informes. Una entidad acreditada puede ser también la entidad de ejecución, responsable de la 
implementación operativa y la ejecución del proyecto. 

(g) Entidad de ejecución: denota toda entidad —lo cual incluye, según el caso, países en 
desarrollo que sean parte en la Convención— a través de la cual los fondos del GCF se 
canalizan o utilizan para una actividad financiada o una parte de ella, y/o toda entidad que 
ejecuta, lleva a cabo o implementa una actividad financiada, o una parte de ella. 

(h) Evaluación ambiental y social: se refiere a la evaluación de los riesgos, efectos y 
oportunidades ambientales y sociales; esto incluye, cuando corresponda, la evaluación de los 
posibles riesgos y efectos transfronterizos a los que están expuestos las entidades acreditadas, 
de un modo en que se aplican las buenas prácticas internacionales de la industria, se buscan las 
mejores alternativas y se obtenga una visión integrada y equilibrada de los riesgos y efectos 
ambientales y sociales. Este tipo de evaluaciones puede incluir auditorías, estudios de debida 
diligencia y evaluaciones de efectos específicos, entre otros. 

(i) Evaluación del impacto ambiental y social (EIAS): se refiere a un proceso o herramienta 
basado en una evaluación integrada, en el que se prevén, reconocen y evalúan la escala y la 
naturaleza de los potenciales riesgos y efectos biofísicos y sociales —incluidos, cuando 
corresponda, los de carácter transfronterizo— de las iniciativas relativas a los proyectos, los 
programas o las políticas. Asimismo, supone evaluar posibles alternativas y designar medidas 
adecuadas de mitigación, gestión y vigilancia a fin de tratar los potenciales efectos que se hayan 
previsto. 
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(j) Instalaciones asociadas: son aquellas que no están financiadas como parte del proyecto, que 
no se habrían construido o ampliado si el proyecto no existiera, y sin las cuales el proyecto no 
sería viable. 

(k) Intermediarios: alude a las entidades privadas y públicas (financieras o de otra naturaleza) 
de carácter subnacional, nacional, regional o internacional, que obtuvieron la acreditación 
para actuar en la intermediación. 

(l) Jerarquía de mitigación: según se describe en los estándares de SAS, establece una sucesión 
de medidas prioritarias para limitar los efectos adversos a través de iniciativas de prevención, 
minimización, restablecimiento y compensación, y oportunidades tendientes a lograr 
beneficios culturalmente apropiados y en pro del desarrollo sostenible. 

(m) Junta: se refiere a la Junta del GCF establecida conforme a las disposiciones del Instrumento 
rector del GCF. 

(n) Marcos de gestión ambiental y social (MGAS): alude a las funciones y responsabilidades y 
los procesos destinados a gestionar los riesgos y efectos ambientales y sociales, incluidos, 
cuando corresponda, los de naturaleza transfronteriza; esto abarca la verificación, 
elaboración, implementación y vigilancia de los subproyectos. 

(o) Plan de gestión ambiental y social (PGAS): denota un documento que contiene una lista y una 
descripción de aquellas medidas que se han identificado con el fin de evitar que se produzcan 
efectos ambientales y sociales adversos —incluidos, cuando corresponda, los riesgos y efectos 
de naturaleza transfronteriza— o de reducirlos lo máximo posible a niveles aceptables, o de 
mitigarlos y compensarlos. Generalmente, constituye el principal producto resultante del 
proceso de EIAS. 

(p) Partes interesadas: son aquellas personas, grupos, comunidades o Gobiernos que: (a) se ven o 
es probable que se vean afectados por las actividades, y que (b) podrían tener interés en las 
actividades (otras partes interesadas). Las partes interesadas de una actividad dependerán de 
los detalles particulares de la actividad en cuestión; entre ellas pueden encontrarse las 
comunidades locales, las autoridades nacionales y locales, incluidas las de los Gobiernos 
limítrofes, proyectos limítrofes y organizaciones no gubernamentales. 

(q) Población o grupo marginado o vulnerable: se refiere a aquel que podría tener mayores 
probabilidades de verse perjudicado por los efectos del proyecto o verse más limitado que otros 
en su capacidad para aprovechar los beneficios de un proyecto. Tal individuo o grupo también 
tiene más probabilidades de quedar excluido del proceso general de consulta o de no poder 
participar plenamente en él y, por ende, es posible que deban adoptarse medidas específicas o 
precise asistencia para poder hacerlo. 

(r) Reasentamiento involuntario: denota el desplazamiento físico (traslado, pérdida de la tierra 
de residencia o pérdida del lugar de refugio), desplazamiento económico (pérdida de tierras, 
bienes o acceso a los bienes, incluidas aquellas que redundan en la pérdida de fuentes de 
ingresos u otros medios de vida), o de ambas clases, provocado por la adquisición de tierras o 
las restricciones sobre su uso en relación con un proyecto. El reasentamiento se considera 
involuntario cuando las personas o comunidades afectadas no tienen derecho a rechazar la 
adquisición de tierras o las restricciones sobre su uso que derivan en el desplazamiento. 

(s) Riesgo ambiental y social: es la combinación de las probabilidades de que se materialicen 
ciertos peligros, y la gravedad de los efectos derivados de dicha materialización. 

(t) Salvaguardias ambientales y sociales (SAS): se refiere a un conjunto de estándares que 
especifican los resultados deseados y los requisitos específicos tendientes a su consecución a 
través de medios acordes a la naturaleza y escala de la actividad y proporcionales al nivel de 
los riesgos y/o efectos ambientales y sociales. A los fines de esta política, por “estándares de 
SAS” se entienden los estándares de salvaguardas ambientales y sociales, que actualmente son 
los estándares provisionales de SAS que el GCF adoptó hasta tanto elabore sus propios 
estándares. Cuando se utiliza la denominación completa  “estándares de salvaguardas 
ambientales y sociales”, esta alude a los estándares propios de las entidades acreditadas. 
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(u) Secretaría: se refiere a la Secretaría del GCF establecida por el GCF conforme al párrafo 19 del 
Instrumento rector. 

(v) Sistema de gestión ambiental y social (SGAS): se refiere a un conjunto de procesos y 
procedimientos de gestión que permiten que una organización identifique, analice, controle y 
reduzca los efectos ambientales y sociales de sus actividades, incluidos los de naturaleza 
transfronteriza, de manera sistemática y con vistas a mejorar el desempeño en este sentido a 
través del tiempo. A los fines de este documento, “SGAS” se refiere al sistema de gestión ambiental 
y social del GCF. Cuando se utiliza la denominación completa de “sistema de gestión ambiental y 
social”, esta alude al sistema de gestión de las entidades. 

 
III. Objetivos y alcance 

 
3.1 Objetivos de la presente política 

3. En el ejercicio de su mandato de promover un cambio de paradigma hacia vías de desarrollo 
resilientes al clima y con bajas emisiones dentro del contexto del desarrollo sostenible, el GCF 
gestionará de manera efectiva y justa los riesgos y efectos ambientales y sociales, y mejorará los 
resultados de todas las actividades financiadas por el GCF. Esta política expresa los compromisos del 
GCF y explica los principios y estándares frente a los cuales el GCF asumirá responsabilidad. A través de 
esta política, el GCF exigirá que, en todas las actividades que financie, se contraigan los siguientes 
compromisos: 

(a) Evitar y, cuando ello no sea posible, mitigar los efectos perjudiciales para las personas y el 
ambiente; 

(b) Mejorar el acceso equitativo a los beneficios del desarrollo, y 

(c) Prestar la debida consideración a las poblaciones, grupos e individuos vulnerables y 
marginados, las comunidades locales, los pueblos indígenas, y demás grupos de personas e 
individuos marginados que se ven, o podrían verse, afectados por actividades financiadas por 
el GCF. 

4. La presente política expresa los compromisos del GCF para con el desarrollo sostenible, 
ahonda en el modo en que el GCF incorpora las cuestiones ambientales y sociales en sus procesos y 
actividades, y establece las funciones y responsabilidades, incluidos los requisitos para cumplir estos 
compromisos. A tales efectos, la política define cómo el GCF gestionará los riesgos y efectos 
ambientales y sociales, y cómo promoverá la sostenibilidad general de sus operaciones e inversiones en 
consonancia con sus obligaciones derivadas del derecho nacional e internacional y demás estándares 
pertinentes. Específicamente, la presente política tiene por fin: 

(a) Sentar las bases para un sistema de gestión coherente, congruente y transparente, fundado en 
los principios del desarrollo sostenible, con miras a mejorar el desempeño y los resultados, 
gestionar los riesgos y efectos, y mejorar el acceso equitativo a los beneficios en todas las 
actividades financiadas por el GCF; 

(b) Apoyar el proceso de toma de decisiones del GCF, especialmente con respecto a la acreditación 
de las entidades, la prestación de ayuda, y el diseño, el desarrollo, la aprobación, la 
implementación y el examen de las actividades financiadas por el GCF; 
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(c) Servir de base para el desarrollo de un SGAS que incorpore un abordaje sistemático para 
la integración de la gestión de los riesgos y el desempeño de carácter ambiental y social 
en las operaciones del GCF y de las entidades acreditadas y demás instituciones para el 
desarrollo con las cuales el GCF está asociado, y 

(d) Precisar las responsabilidades y los procesos para cumplir los compromisos del GCF. 
 

3.2 Ámbito de aplicación 

5. La política se aplicará a todas las actividades financiadas por el GCF y a las entidades tanto del 
sector público como privado. Las actividades que reciben apoyo del GCF pueden incluir programas, 
proyectos y subproyectos. Los instrumentos financieros pueden variar y constar de subvenciones, 
préstamos concesionales, garantías e inversiones en capital social. La Política Ambiental y Social se 
aplica a tres ámbitos de implicación: 

(a) En el plano estratégico e institucional, la política responde al mandato consagrado en el 
Instrumento rector y se vincula con otras políticas y estrategias operativas, incluidas las 
estructuras internas y los marcos de gobernanza del GCF; 

(b) En el plano de las entidades, la política establece los requisitos que disponen que las entidades 
acreditadas ante el GCF deben instaurar y mantener sistemas robustos, sujetos a rendición de 
cuentas, inclusivos, con perspectiva de género, participativos y transparentes para gestionar los 
riesgos y efectos de las actividades financiadas por el GCF, de conformidad con esta política y los 
estándares de SAS adoptados por el GCF. Tales requisitos complementan el marco de 
acreditación y son tenidos en cuenta en los procesos de acreditación y renovación de la 
acreditación, y 

(c) En el plano de las actividades, la política establece los requisitos que disponen que la 
evaluación y la gestión de los riesgos ambientales y sociales deben ajustarse a los estándares de 
SAS del GCF, garantizando que se realicen controles de debida diligencia respecto de todas las 
actividades financiadas por el GCF, incluidos los subproyectos que reciben fondos a partir de 
programas financiados por el GCF o a través de intermediarios financieros, 
independientemente de los instrumentos financieros utilizados o de si estos reciben apoyo 
únicamente del GCF o son cofinanciados por otras instituciones. 

6. Cuando las entidades acreditadas o implementadoras lleven a cabo actividades conjuntamente 
con otras instituciones, el GCF alentará a las entidades acreditadas y a las demás instituciones a adoptar 
un enfoque común para la evaluación y gestión de los riesgos y efectos ambientales y sociales. El GCF 
puede aceptar un enfoque común respecto de las actividades financiadas por el GCF, siempre y cuando 
dicho enfoque se ajuste a la presente política, los estándares de SAS y demás políticas y prácticas afines 
del GCF. Tal enfoque común deberá observar los principios y requisitos que brinden el mayor nivel de 
protección ambiental y social, cuando no el mismo nivel que otorgan los estándares de SAS y la presente 
política. 

7. En el plano de las actividades, los requisitos del GCF pueden combinarse con otros requisitos de 
los países en lo que respecta a la sostenibilidad y las salvaguardias ambientales y sociales, siempre y 
cuando las entidades acreditadas establezcan que tales requisitos adicionales se ajustan a los estándares 
del GCF y la presente política y tienen, como mínimo, su mismo nivel de rigurosidad. 

 

IV. Principios rectores 

8. Los siguientes principios regirán el modo en que el GCF pondrá en práctica el SGAS y alcanzará 
los objetivos de esta política: 

(a) Integración de la sostenibilidad ambiental y social. El desarrollo sostenible conforma la 
base del mandato y los objetivos del GCF, por lo cual constituye un aspecto clave de las 
políticas y marcos de gobernanza del GCF. El SGAS y la política ofrecen la oportunidad de que 
el GCF pueda incorporar las consideraciones ambientales y sociales de formas que no solo 
incluyan medidas de salvaguardia consistentes en “no causar daño”, sino que también 
mejoren 
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los resultados ambientales y sociales y generen beneficios secundarios en favor del ambiente y 
las comunidades, incluidos los pueblos indígenas, que dependen de ello. Dentro de los 
parámetros del SGAS, esto se refleja en las operaciones del GCF, tales como la acreditación, los 
criterios de inversión, la aplicación de las SAS, la vigilancia y rendición de cuentas, la 
divulgación de información, la transversalización de la perspectiva de género, la incorporación 
de las consideraciones relativas a los pueblos indígenas, la participación de las partes 
interesadas y el mecanismo de reparación. 

 
(b) Enfoque del riesgo y los efectos transfronterizos. En caso de que los proyectos financiados 

por el GCF conlleven potenciales efectos transfronterizos, el GCF garantizará que se lleven a cabo 
todos los procesos de consulta y debida diligencia necesarios, entre ellos, la previa notificación y 
consulta a las partes interesadas pertinentes, con la correspondiente consideración de los 
comentarios que se reciban durante el proceso. 

(c) Enfoque basado en los riesgos y en función de la escala1. Los estándares de SAS se aplicarán 
con base en los riesgos, evitando aplicar un criterio tajante y único para todos los supuestos. 
Conforme a este enfoque, los procesos y requisitos ambientales y sociales deberán ser acordes 
al nivel de riesgo y cumplir los estándares de SAS pertinentes. 

(d) Enfoque de adecuación al propósito2. En el contexto del proceso de acreditación del GCF, este 
enfoque reconoce las funciones de una amplia variedad de entidades, que pueden diferir según el 
alcance y la naturaleza de las actividades de dichas entidades, y su capacidad para gestionar los 
riesgos y efectos ambientales y sociales. El GCF permite que las entidades accedan a distintos 
niveles de apoyo, diferenciados en función de sus aptitudes para cumplir los requisitos 
fiduciarios y aquellos relativos a las salvaguardias ambientales y sociales. 

(e) Igualdad y no discriminación. En el marco del cumplimiento de los estándares de SAS, todas 
las actividades financiadas por el GCF exigirán que los efectos adversos, cuando sean 
inevitables, no recaigan de forma desproporcionada sobre los individuos y grupos vulnerables y 
marginados que se ven, o podrían verse, afectados por las actividades financiadas por el GCF, y 
que se evite incurrir en prejuicios y discriminación en la prestación de acceso a los recursos y 
beneficios del desarrollo. 

(f) Jerarquía de mitigación. El GCF adhiere a la jerarquía de mitigación como un principio general 
para la gestión de los riesgos y efectos ambientales que resulta apto para todos los supuestos de 
actividades financiadas por el GCF. La jerarquía de mitigación tiene por objetivos: 

(i) Prever y prevenir riesgos y efectos adversos para las personas y el medio ambiente; 

(ii) Cuando no sea posible evitarlos, los riesgos y efectos adversos se minimizan a 
través de medidas de aplacamiento; 

(iii) Mitigar todo riesgo y efecto residual, y 

(iv) Cuando las medidas de prevención, minimización o mitigación no sean una opción 
disponible o suficiente, y cuando haya suficientes pruebas para justificar y apoyar su 
viabilidad, diseñar e implementar medidas que subsanen y restablezcan, antes de 
compensar en forma adecuada y justa, los riesgos y efectos residuales que pudiera 
haber. 

(g) Coherencia y vínculos con las políticas y prácticas pertinentes del GCF3. La Política 
Ambiental y Social es una política de carácter integral que deberá ser congruente y estar 
vinculada con las políticas y prácticas pertinentes del GCF, como, por ejemplo, aquellas relativas 
a la acreditación, la vigilancia y rendición de cuentas, el mecanismo de reparación, la 
divulgación de información, la perspectiva de género, y demás aspectos, según corresponda, 
incluidas las políticas pertinentes que aún no se hayan elaborado. 

 
 
 
 

1 Decisión B.07/02, anexo I. 
2 Decisión B.07/02, párrafo (j) y decisión B.08/02, párrafo (c). 
3 Decisión B.07/02, párrafo (n), anexo VI. 
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(h) Mejora continua y mejores prácticas4. El SGAS se revisará y renovará continuamente de forma 
transparente y participativa a fin de mantener su pertinencia y capacidad de respuesta a la 
coyuntura predominante en materia organizativa, social, económica y política. El SGAS, además, 
se adecuará constantemente a los estándares aplicables y las mejores prácticas internacionales, 
reflejando las experiencias y lecciones aprendidas de las entidades acreditadas y demás 
instituciones pertinentes, e incluyendo las recomendaciones formuladas por las unidades 
independientes de rendición de cuentas del GCF. Al renovar el SGAS, el GCF brindará orientación 
a las entidades acreditadas respecto de las consecuencias de dichas renovaciones para los 
sistemas de gestión ambiental y social y su aplicación a las actividades en curso financiadas por 
el GCF. 

(i) Divulgación de información y participación de las partes interesadas. El SGAS exige que 
haya un amplio apoyo y participación de las partes interesadas durante todo el ciclo de vida de 
las actividades financiadas por el GCF, incluso en la elaboración de las medidas para mitigar, 
gestionar y vigilar los riesgos y efectos ambientales y sociales. El proceso para generar apoyo 
deberá ser inclusivo, con perspectiva de género y sensibilidad cultural, y se acompañará de la 
divulgación de información pertinente conforme a la Política de Divulgación de Información 
del GCF5. 

(j) Enfoque con perspectiva de género6. El GCF contribuirá a la inclusión e igualdad de género, 
garantizando que se establezcan y pongan en práctica métodos y herramientas destinados a 
promover la igualdad de género y reducir las disparidades de género en las acciones por el 
clima. En la labor de diseño de las actividades para las cuales se procura financiamiento del 
GCF, el GCF exigirá que las entidades acreditadas evalúen adecuadamente los riesgos y efectos 
relativos al género (como parte de las evaluaciones de riesgos y efectos sociales), y que vinculen 
las correspondientes medidas de gestión de riesgos concernientes al género con los planes de 
acción en materia de género que se aplican en las actividades. 

(k) Intercambio de conocimientos. El GCF encabezará y promoverá el intercambio de enseñanzas y 
experiencias en la aplicación de las SAS y la puesta en práctica del SGAS entre las entidades y las 
partes interesadas, y combinará estas enseñanzas con actividades de desarrollo de capacidades, 
comunicación y extensión realizadas por el GCF y las entidades. 

(l) Aplicación armónica de los requisitos ambientales y sociales. El GCF promoverá la 
aplicación armónica de las salvaguardias ambientales y sociales, a fin de reducir la 
multiplicidad y superposición de requisitos para las actividades a través del desarrollo de un 
enfoque común que contemple los requisitos de las otras instituciones cofinanciadoras, 
brindando, al mismo tiempo, el más elevado nivel de protección ambiental y social que se 
requiere entre las partes, con el nivel de protección que exige el GCF, como mínimo. 

(m) Cumplimiento de la normativa aplicable. El GCF no apoyará ninguna actividad que no 
cumpla con la normativa aplicable, incluidas las leyes nacionales y/u obligaciones del país que 
sean directamente aplicables a las actividades en virtud de los acuerdos y tratados 
internacionales pertinentes, según cuál sea el estándar más elevado. 

(n) Conformidad con las salvaguardias de REDD+ de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC). Los requisitos ambientales y sociales del GCF 
estarán en consonancia con todas las decisiones pertinentes sobre REDD+ que se hayan 
adoptado en virtud de la CMNUCC y con los estándares existentes más elevados para la puesta 
en práctica de estas decisiones7. 

 
 
 
 
 

4 Decisión B.07/02, párrafo (n), anexo VI, que establece que el SGAS debe estar en consonancia con los sistemas de 
gestión ambiental y los sistemas para la calidad aceptados en el ámbito internacional que están en constante 
evolución: un factor fundamental para estos es el proceso de mejora continua. 

5 Decisión B.12/35, párrafo (a). 
6 Decisión B.09/11, párrafos (a–b). 
7 Decisión 1/CP.16. 
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(o) Trabajo y condiciones laborales. Todas las actividades financiadas por el GCF promoverán el 
trabajo digno, un trato justo, la ausencia de discriminación y la igualdad de oportunidades para 
los trabajadores, sobre la base de los estándares laborales fundamentales de la Organización 
Internacional del Trabajo. 

(p) Pueblos indígenas. Todas las actividades financiadas por el GCF evitarán producir efectos 
adversos en detrimento de los pueblos indígenas y, cuando esto no sea posible, minimizarán, 
mitigarán y/o compensarán dichos efectos de forma adecuada, justa y sistemática, y mejorarán 
los resultados a través del tiempo; promoverán beneficios y oportunidades; y respetarán y 
preservarán la cultura indígena, incluidos los derechos de los pueblos indígenas a las tierras, 
territorios, recursos, sistemas de conocimiento, y prácticas y medios de vida tradicionales. 
Todas las actividades financiadas por el GCF apoyarán la participación plena y efectiva de los 
pueblos indígenas y reconocerán su contribución al cumplimiento del mandato del GCF a lo 
largo de todo el ciclo de vida de las actividades. El diseño y la implementación de las actividades 
se guiarán por los derechos y las responsabilidades que se establecen en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, entre ellos, el derecho de especial 
importancia relativo al consentimiento libre, previo e informado, que el GCF exigirá en las 
circunstancias en que corresponda. 

(q) Derechos humanos. Todas las actividades respaldadas por el GCF se diseñarán e 
implementarán de un modo que promueva, proteja y satisfaga la observancia y el respeto 
universal de los derechos humanos que las Naciones Unidas reconocen a todas las personas. El 
GCF exigirá que se apliquen controles robustos de debida diligencia ambiental y social, a fin de 
que las actividades respaldadas no causen, promuevan, favorezcan, perpetúen o exacerben los 
efectos adversos sobre los derechos humanos. 

(r) Biodiversidad. Todas las actividades financiadas por el GCF se diseñarán e implementarán de 
un modo que proteja y conserve la biodiversidad y los hábitats críticos, garantice los flujos 
ambientales de agua, mantenga los beneficios de los servicios ecosistémicos, y promueva el uso y 
la gestión sostenibles de los recursos naturales vivos. 

 
V. Descripción general de las funciones y responsabilidades 

 
5.1 Descripción general de las funciones y responsabilidades del GCF 

9. En el contexto de su mandato y en consonancia con sus propias políticas, el GCF ejercerá las 
siguientes funciones y responsabilidades a fin de cumplir con los objetivos de esta política. 

10. Acreditación. En relación con la acreditación de las entidades, el GCF tiene la responsabilidad 
de determinar la capacidad de las entidades para gestionar los riesgos y efectos ambientales y sociales 
de las actividades financiadas por el GCF, aplicando el marco de acreditación del GCF. El GCF evaluará el 
compromiso, los antecedentes y la conformidad de los sistemas y enfoques empleados por las 
entidades e intermediarios respecto de los estándares de SAS, aplicando el enfoque de adecuación al 
propósito. Si procede, el GCF colaborará con las entidades en relación con medidas destinadas a 
mejorar sus aptitudes, incluida la prestación del apoyo y la asistencia necesarios a través del Programa 
de Alistamiento y Apoyo Preparatorio del GCF. 

11. Gestión de los riesgos ambientales y sociales a lo largo de todo el ciclo de vida de las 
actividades financiadas por el GCF. Dentro de los parámetros de las actividades financiadas por el GCF 
o que sean objeto de propuestas para recibir dicho financiamiento, el GCF tendrá las siguientes 
responsabilidades: 

(a) Exigir y garantizar que las entidades acreditadas implementen sus sistemas de gestión ambiental 
y social de conformidad con los estándares de SAS y la presente política, de modo que ejerzan 
una gestión sistemática, congruente y transparente de los riesgos y efectos derivados de las 
actividades financiadas por el GCF. En caso de ausencias o puntos débiles, el GCF exigirá que las 
entidades acreditadas subsanen esta carencia de una forma y en un plazo adecuados para el GCF, 
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de modo tal que se haya adoptado un sistema efectivo de gestión ambiental y social vigente antes 
de la implementación de las actividades financiadas por el GCF. 

(b) Exigir y garantizar que se lleven a cabo procesos adecuados de verificación y categorización 
dentro de los sistemas de gestión ambiental y social de las entidades acreditadas. 

(c) Realizar sus propios controles de debida diligencia ambiental y social respecto de las 
actividades propuestas que se sometan a consideración para obtener financiamiento, y 
recomendar a la Junta que se otorgue financiación únicamente a aquellas actividades 
propuestas que cumplan los requisitos en materia de gestión de riesgos y efectos ambientales y 
sociales, de conformidad con los estándares de SAS y la presente política. 

(d) Exigir y garantizar que las evaluaciones de los riesgos y efectos ambientales y sociales de las 
actividades sean adecuadas y brinden suficiente información para determinar si el GCF debería 
financiar las actividades, teniendo en cuenta los potenciales riesgos y efectos, y si debería 
disponer medidas adecuadas de prevención, mitigación o compensación en los casos en que sea 
apropiado avanzar con el estudio de la solicitud de financiamiento. Cuando se adviertan 
carencias o puntos débiles en la evaluación, el GCF exigirá que estos sean abordados antes de 
estudiar la solicitud de financiamiento. Las evaluaciones, además, servirán de base al GCF para 
corroborar las categorías de riesgo de las actividades aplicando la definición prevista en la 
presente política y el nivel de riesgo con el que las entidades fueron acreditadas. 

(e) Corroborar las categorías de riesgo asignadas por las entidades acreditadas a las actividades 
propuestas, garantizar que sus planes de gestión ambiental y social aborden los riesgos y efectos 
identificados, exigir toda otra salvaguardia, instrumento y herramienta ulterior que pueda ser 
necesaria, y analizar su idoneidad. Cuando se adviertan carencias o puntos débiles en los planes 
de gestión ambiental y social, el GCF exigirá que estos sean abordados. El GCF, además, exigirá 
que las entidades acreditadas implementen (lo cual podría incluir funciones de una entidad de 
ejecución) o vigilen y supervisen la implementación de la actividad y su cumplimiento (en cuanto 
intermediaria) de las obligaciones y condiciones ambientales y sociales, y exigirá que se aborde 
toda carencia o punto débil. 

(f) Desarrollar funciones de vigilancia, examen y presentación de informes en relación con el 
desempeño ambiental y social de las entidades acreditadas y las actividades respaldadas, según 
se requiera conforme al marco de vigilancia y rendición de cuentas, los estándares de SAS, y la 
presente política, y 

(g) Examinar los cambios operativos propuestos con respecto a las actividades financiadas por el 
GCF o los sistemas de gestión ambiental y social de las entidades acreditadas, y exigir medidas 
adicionales de adecuación a los estándares de SAS, la presente política, y demás políticas del 
GCF, en caso de ser necesario. 

12. Divulgación de información, participación de las partes interesadas y reparación de 
agravios. Dentro de los parámetros de las actividades financiadas por el GCF o que sean objeto de 
propuestas para recibir dicho financiamiento, el GCF tendrá las siguientes responsabilidades: 

(a) Confirmar que toda la información relativa a las salvaguardias ambientales y sociales de las 
actividades se divulgue apropiadamente a fin de satisfacer los requisitos de la Política de 
Divulgación de Información del GCF y la sección 7.1 de la presente política, y trabajar con las 
entidades acreditadas para abordar toda eventual carencia o punto débil en la divulgación de 
información pertinente. 

(b) Corroborar que las personas, las comunidades y los países afectados o potencialmente afectados 
por las actividades hayan sido consultados y, cuando corresponda, que las entidades acreditadas 
hayan obtenido el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas, o lo hayan 
hecho través de sus entidades de ejecución durante el diseño y la implementación de las 
actividades, y que se hayan establecido mecanismos efectivos de reparación de agravios para la 
recepción de quejas y comentarios que funcionen de un modo colaborativo y de forma 
complementaria al Mecanismo independiente de reparación del GCF, y exigir que se aborde toda 
carencia o punto débil. 
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(c) Garantizar que las entidades acreditadas establezcan mecanismos de reparación de agravios 
específicos en función de la actividad, según corresponda, que cooperen con todas las partes 
interesadas y les brinden información y acceso al Mecanismo independiente de reparación, y 
que implementen plenamente las medidas de subsanación fijadas por la Junta sobre la base de 
las recomendaciones del Mecanismo en respuesta a las quejas que allí se recibieron y de 
conformidad con sus términos de referencia, directrices y procedimientos y en consonancia con 
los requisitos que se describen en la sección 7.3 de la presente política. 

13. El GCF exigirá y garantizará que las entidades acreditadas cumplan sus obligaciones ambientales 
y sociales especificadas en su acreditación, los planes y marcos de salvaguardia de las actividades, los 
planes de acción en materia de género específicos en función de la actividad, las leyes y regulaciones 
aplicables del país, y las obligaciones del país que sean directamente aplicables a las actividades en virtud 
de los acuerdos y tratados internacionales pertinentes. Cuando las entidades acreditadas omitan cumplir 
los requisitos relativos a las salvaguardias, el GCF trabajará con ellas para desarrollar e implementar 
medidas correctivas sujetas a plazos que vuelvan a colocar a las actividades en una situación de 
cumplimiento. El GCF, además, trabajará con las entidades acreditadas y las personas afectadas para 
desarrollar e implementar medidas tendientes a subsanar los perjuicios ocurridos. Cuando las entidades 
acreditadas omitan restablecer la situación de cumplimiento en los plazos y formas aplicables, el GCF 
podrá ejercer sus facultades de subsanación en virtud de su acuerdo legal con las entidades acreditadas. 

 

5.2 Descripción general de las funciones y responsabilidades con 
respecto a las entidades acreditadas 

14. El GCF tomará medidas para garantizar que los requisitos de la presente política se apliquen 
tanto a la elaboración de las actividades como a su implementación una vez aprobadas. 

(a) En los casos de las actividades propuestas para obtener financiación del GCF, este exigirá que 
las entidades acreditadas realicen todas las medidas necesarias para garantizar que las 
actividades se elaboren de un modo que: 

(i) Prevea y ponga en práctica el sistema de gestión ambiental y social para gestionar los 
riesgos y efectos ambientales y sociales asociados a las actividades, permita la 
realización de una labor de consulta y participación significativa e inclusiva de las 
diversas partes interesadas a lo largo de todo el ciclo de vida de las actividades, 
teniendo en cuenta las especiales condiciones de los grupos e individuos vulnerables y 
marginados que se ven, o podrían verse, afectados por las actividades financiadas por el 
GCF. Esto debe realizarse de un modo acorde a sus funciones como entidad 
implementadora (lo cual podría incluir funciones de ejecución de proyectos), entidad 
intermediaria, o ambas, manteniendo o mejorando el sistema de gestión ambiental y 
social sobre la base del cual se aprobó la acreditación; 

(ii) Garantice que las actividades propuestas para obtener financiación del GCF se 
verifiquen adecuadamente y que se les asignen las categorías de riesgo ambiental 
y social adecuadas, y que los riesgos y efectos ambientales y sociales se evalúen de 
forma apropiada y suficiente; 

(iii) Garantice la cooperación con el GCF en sus controles de debida diligencia de las 
actividades propuestas para obtener financiación del GCF; 

(iv) Asegure que las medidas destinadas a prevenir, minimizar o mitigar los efectos 
adversos, a compensar los efectos residuales y a facilitar la restauración, se planifiquen 
y se respalden adecuadamente en las actividades propuestas para obtener financiación 
del GCF; 

(v) Garantice la divulgación de información acerca de las actividades financiadas por el GCF 
y los subproyectos integrantes de conformidad con la Política de Divulgación de 
Información del GCF, y que 
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se desarrollen y pongan en práctica mecanismos de colaboración continua con las partes 
interesadas, así como mecanismos de reparación de agravios a nivel de entidad y de 
actividad, y 

(vi) Garantice el acceso al proceso de formulación de quejas y reclamos del Mecanismo 
independiente de reparación y que toda medida de subsanación fijada por la Junta del 
GCF sobre la base de las recomendaciones del Mecanismo en respuesta a una queja de 
personas afectadas por las actividades se respete e implemente sin demoras. 

(b) En los casos de actividades financiadas por el GCF, este exigirá que las entidades acreditadas 
realicen todas las medidas necesarias para garantizar que las actividades se implementen de 
un modo que: 

(i) Garantice que los PGAS, así como todas las medidas tendientes a mitigar y gestionar 
los riesgos y efectos ambientales y sociales y a mejorar los resultados, se 
implementen, se vigilen y se mejoren constantemente, y 

(ii) Asegure que el progreso y el desempeño se vigilen e informen al GCF y a sus partes 
interesadas durante toda la implementación de las actividades financiadas por el GCF, 
de conformidad con el marco de vigilancia y rendición de cuentas y permitiendo que el 
GCF o algún tercero autorizado por este verifique dichos informes. 

15. El GCF exigirá a las entidades acreditadas que corroboren que las medidas para gestionar 
los riesgos y efectos ambientales y sociales, incluidas, según sea pertinente, la divulgación de 
información, la colaboración con las partes interesadas y la reparación de agravios, se incorporen a 
los acuerdos con las entidades de ejecución, como los contratos y los documentos licitatorios. 

16. El GCF exigirá que las entidades acreditadas tomen todas las medidas necesarias para 
garantizar el cumplimiento de toda la normativa aplicable, incluidas las leyes, regulaciones y 
estándares del país en el que tienen lugar las actividades, o las obligaciones del país o países que 
sean directamente aplicables a las actividades en virtud de los acuerdos y tratados internacionales 
pertinentes. 

17. Las entidades que actúan como intermediarios financieros se exponen a riesgos ambientales y 
sociales a través de las actividades de sus beneficiarios de préstamos, subvenciones e inversiones. El GCF 
exigirá que los intermediarios gestionen los riesgos ambientales y sociales asociados a las actividades 
respaldadas. En este sentido, los intermediarios examinarán todos los subproyectos y las actividades 
delegadas, identificarán los supuestos en los que las entidades y el GCF podrían verse expuestos a 
potenciales riesgos, y tomarán las medidas que sean necesarias, como el desarrollo y la implementación 
de un sistema de gestión ambiental y social para supervisar y gestionar estos riesgos. El GCF exigirá que 
las entidades acreditadas que actúen con funciones de intermediación lleven a cabo todas las medidas 
necesarias para garantizar que todas las actividades y los subproyectos integrantes cumplan los 
requisitos de los estándares de SAS del GCF y de la presente política. El GCF, además, exigirá que las 
entidades acreditadas se aseguren de que sus beneficiarios de préstamos, subvenciones e inversiones 
cuenten con sistemas, procesos y capacidad de gestión adecuados para gestionar los riesgos y efectos 
ambientales y sociales, que a los subproyectos individuales y las actividades delegadas se los verifique y 
evalúe adecuadamente y se les asigne una categoría de riesgo apropiada, quedando sujetos a controles 
de debida diligencia y supervisión, y que la implementación y los resultados se vigilen e informen. 

18. El GCF exigirá que las entidades acreditadas lleven a cabo todas las medidas necesarias para 
garantizar que las comunidades afectadas, o que podrían verse afectadas, por las actividades (incluidos 
los grupos e individuos vulnerables y marginados) sean adecuadamente consultadas de un modo que 
facilite la inclusión del conocimiento local en el diseño de las actividades, que les brinde oportunidades 
para expresar sus perspectivas acerca de los riesgos, efectos y medidas de mitigación concernientes a las 
actividades, y que permita que las entidades acreditadas consideren sus inquietudes y respondan a ellas. 
En la labor de garantizar que se consulte y se dé participación de manera significativa y efectiva a las 
poblaciones vulnerables y las comunidades afectadas, las entidades acreditadas adecuarán sus procesos 
de participación de las partes interesadas a las mejores prácticas y estándares, y pondrán a disposición 
del público toda información relativa a las actividades, de conformidad con los requisitos de la Política de 
Divulgación de Información del GCF y la sección 7.1 de la presente política. 
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VI. Requisitos generales sobre la gestión de riesgos 
ambientales y sociales 

 
6.1 Acreditación 

19. El GCF funciona a través de entidades acreditadas, lo que incluye a aquellas que actúan como 
intermediarios financieros. Estas entidades tienen el deber de cumplir los objetivos del GCF a través de 
las actividades respaldadas, garantizando, al mismo tiempo, que se respeten las normas fiduciarias y los 
estándares ambientales y sociales del GCF. Las entidades acreditadas contarán con sistemas de gestión 
ambiental y social que especifiquen sus aptitudes, estándares y procesos para verificar, identificar, 
evaluar, gestionar y vigilar los potenciales riesgos y efectos ambientales y sociales de conformidad con los 
estándares de SAS del GCF y la presente política8. 

20. La acreditación de las entidades se realizará conforme al marco de acreditación9. En virtud de 
este marco, el GCF examina, en consonancia con los estándares de SAS y todas las políticas pertinentes 
del GCF, la idoneidad del sistema de gestión ambiental y social del solicitante y sus antecedentes en la 
implementación de un sistema de ese tipo. El proceso de acreditación, además, permitirá que las 
entidades accedan a la asistencia del GCF en un nivel proporcional a su capacidad institucional para 
llevar a cabo la evaluación y gestión de los riesgos y efectos ambientales y sociales. 

 

6.2 Sistema de gestión ambiental y social 

21. Las entidades acreditadas pondrán en práctica un sistema de gestión ambiental y social eficaz 
para evaluar los riesgos y efectos ambientales y sociales asociados a las actividades, así como los medios 
para su posterior gestión efectiva y justa. El sistema de gestión ambiental y social de las entidades 
acreditadas observará los requisitos de los estándares de SAS y las políticas aplicables del GCF conforme 
a lo determinado en la acreditación y de un modo acorde a sus funciones como entidad implementadora 
(lo cual podría incluir funciones de ejecución de proyectos), entidad intermediaria, o ambas. Las 
entidades acreditadas mantendrán y mejorarán de forma continua el sistema de gestión ambiental y 
social con el cual se haya aprobado su acreditación. El nivel de detalle y complejidad del sistema de 
gestión y el personal y los recursos financieros destinados a él serán adecuados para gestionar el nivel de 
riesgos y efectos que se prevé que tendrán las actividades que se financiarán. Los miembros del personal 
de las entidades acreditadas, incluidos aquellos que puedan ser contratados a tiempo parcial o por fuera 
de la organización (p. ej., consultores), contarán con la pericia necesaria en todos los ámbitos 
comprendidos por los estándares de SAS del GCF para ejercer sus responsabilidades. El sistema de 
gestión ambiental y social es uno de los aspectos importantes que se debe considerar en la acreditación 
de las entidades y constituye, además, la base del control de debida diligencia de las actividades 
propuestas para recibir financiamiento que confirma cómo se refleja el sistema de gestión ambiental y 
social en las medidas de prevención y mitigación de riesgos específicos. 

22. Si las entidades han sido acreditadas con alguna función de intermediación, sus sistemas de 
gestión ambiental y social deberán contener las políticas, los procedimientos y los recursos para realizar 
controles de debida diligencia y labores de supervisión sobre las entidades de ejecución, de modo que 
estas últimas cuenten con la capacidad y los sistemas de gestión ambiental y social para satisfacer los 
requisitos a nivel de actividades que se tratan en las secciones V, VI y VII de la presente política y en 
consonancia con los estándares de SAS del GCF. 

 
 
 
 

8 Decisión B.07/02, Anexo I. 
9 Decisión B.07/02. 
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6.3 Verificación y categorías de riesgo 

23. El GCF, de conformidad con los estándares de SAS, exige que las entidades acreditadas —ya sea 
que actúen con funciones de entidad implementadora o intermediaria— verifiquen las actividades que 
incluyen programas, proyectos y subproyectos y que, a partir del resultado de dicha verificación, 
asignen las categorías de riesgo apropiadas en consonancia con sus sistemas de gestión ambiental y 
social y los estándares de SAS del GCF. 

24. El GCF examinará la verificación ambiental y social de las actividades propuestas para recibir 
financiación del GCF, y corroborará la categoría de riesgo ambiental y social atribuida por la entidad 
acreditada en función de la verificación. En su examen, el GCF corroborará que la categoría de riesgo de la 
actividad propuesta sea acorde al nivel de riesgo con el que han sido acreditadas las entidades y que se 
ajuste a los requisitos de las entidades acreditadas, los estándares de SAS del GCF, y las consideraciones y 
definiciones establecidas en los párrafos 25 a 32 de la presente política. En caso de que no se ajuste a ello, 
el GCF exigirá a la entidad acreditada que refleje la categoría apropiada. Para el otorgamiento de fondos 
del GCF, solo se tendrán en cuenta aquellas actividades con categorías de riesgo que se encuentren dentro 
del nivel de acreditación de la entidad acreditada. 

25. Al verificar las actividades, el GCF exigirá que se consideren los riesgos y efectos e incluirá los 
efectos directos e indirectos, inducidos, a largo plazo y acumulativos, así como los posibles riesgos 
ambientales y sociales para las actividades, y tendrá en cuenta las áreas de influencia de las actividades, 
incluidas las instalaciones asociadas y los efectos provocados por terceros. Asimismo, se considerarán los 
riesgos y efectos ambientales y sociales, así como la naturaleza, la magnitud y la complejidad de estos 
riesgos, las características específicas del área de influencia, los riesgos de desplazamiento, de 
reasentamiento involuntario y aquellos que corren los pueblos indígenas; también se contemplarán los 
contextos jurídicos y normativos. 

26. Al verificar las actividades, el GCF exigirá que se determinen los estándares de salvaguardias 
ambientales y sociales que sean aplicables, y que se pongan de relieve las medidas suficientes para 
cumplir los requisitos de cada estándar de salvaguardias ambientales y sociales aplicable de 
conformidad con el estándar de SAS del GCF y la presente política. La verificación de las actividades 
comprenderá una evaluación integrada que reúna las perspectivas de los riesgos y efectos ambientales y 
sociales de las actividades sobre las comunidades y el medio receptor. 

27. El GCF exigirá que las entidades acreditadas tomen todas las medidas necesarias para garantizar 
que todas las actividades financiadas por el GCF cumplan con la normativa aplicable relativa a la gestión 
de los riesgos y efectos ambientales y sociales, incluidas las leyes, las regulaciones y los estándares 
nacionales, y/o las obligaciones del país o los países que sean directamente aplicables a las actividades 
en virtud de los acuerdos y tratados internacionales pertinentes. El cumplimiento de la normativa 
aplicable y de los estándares y las obligaciones internacionales correspondientes se reflejará en el 
proceso de verificación y evaluación, en el que se señalarán estos requisitos nacionales e internacionales 
y el modo en que se los cumplirá a través de los programas y planes de gestión. 

28. El GCF exigirá a las entidades acreditadas que corroboren que las instalaciones asociadas 
satisfacen los requisitos de sus salvaguardias ambientales y sociales conforme a los estándares de 
SAS del GCF. Cuando las instalaciones asociadas estén financiadas por otros organismos 
financiadores, el GCF, así como las entidades acreditadas, podrán basarse en los requisitos 
ambientales y sociales de estos organismos financiadores, siempre y cuando sean más estrictos o 
equivalentes a los estándares de SAS, según lo determine el GCF. 

29. La categoría de riesgo, en consonancia con el enfoque de adecuación al propósito10, será 
proporcional a la naturaleza, la escala y el lugar de la actividad, sus riesgos y efectos ambientales y 
sociales, y la vulnerabilidad de las comunidades y medios receptores. El GCF exigirá que se asignen las 
categorías de riesgo adecuadas a todas las actividades propuestas para recibir financiación del GCF, 
prestando atención a los riesgos ambientales y sociales específicos, conforme a lo previsto en los 
estándares de SAS. La categoría de riesgo ambiental y social determinará la naturaleza y  

 

10 Decisión B.08/03. 



Política Ambiental y Social 
Página 14 

 

profundidad de la evaluación ambiental y social, la adecuada participación de las partes interesadas, y el 
tipo de información que se divulgará. Los riesgos y efectos se evaluarán en la etapa previa a la mitigación, 
y las entidades acreditadas deberán considerar los potenciales efectos más graves de todas las actividades, 

incluidas las instalaciones asociadas. 

30. Cuando un programa, compuesto por varios subproyectos integrantes, se someta a la 
consideración del GCF para recibir financiación, el GCF exigirá que la categoría de riesgo más elevada 
del subproyecto integrante se considere como la categoría de riesgo general del programa. 

31. El GCF exigirá que las entidades acreditadas atribuyan a las actividades las categorías de riesgo 
ambiental y social adecuadas en consonancia con el marco de acreditación del GCF. Las categorías son las 
siguientes: 

(a) Categoría A. Actividades con posibles riesgos y efectos ambientales o sociales adversos 
significativos, que, ya sea de forma individual o acumulada, son variados, irreversibles o 
inéditos; 

(b) Categoría B. Actividades con potenciales riesgos y efectos ambientales y/o sociales adversos 
limitados, que, ya sea de forma individual o acumulada, son escasos, generalmente específicos 
del lugar y, en gran medida, reversibles, y pueden abordarse rápidamente a través de medidas 
de mitigación, y 

(c) Categoría C. Actividades con riesgos y/o efectos ambientales y/o sociales adversos mínimos 
o inexistentes. 

32. Al verificar las actividades para determinar sus riesgos y efectos ambientales y sociales, incluidos 
los de naturaleza fronteriza, que estén asociados a inversiones a través de algún tipo de intermediación 
financiera, se deben considerar los riesgos vinculados a su uso final previsto. Las categorías de 
actividades que involucran inversiones a través de funciones de intermediación financiera o mecanismos 
de realización que implican algún tipo de intermediación financiera se clasifican en los siguientes tres 
niveles de riesgo: 

(a) Nivel elevado de intermediación, I1. Cuando la cartera propuesta o actual de un intermediario 
incluye, o se prevé que incluya, cierta exposición financiera a actividades con posibles riesgos y 
efectos ambientales y sociales adversos que, ya sea de forma individual o acumulada, sean 
variados, irreversibles o inéditos; 

(b) Nivel medio de intermediación, I2. Cuando la cartera propuesta o actual de un intermediario 
incluye, o se prevé que incluya, un grado sustancial de exposición financiera a actividades con 
posibles riesgos y efectos ambientales o sociales adversos limitados que sean escasos, por lo 
general, específicos del lugar y, en su mayoría, reversibles y puedan abordarse rápidamente a 
través de medidas de mitigación; y no comprende ninguna actividad que conlleve posibles 
riesgos y efectos ambientales y sociales adversos significativos que, ya sea de forma individual o 
acumulada, sean variados, irreversibles o inéditos, y 

(c) Nivel bajo de intermediación, I3. Cuando la cartera propuesta o actual de un intermediario 
incluye cierta exposición financiera a actividades que tengan predominantemente efectos 
ambientales y sociales adversos mínimos o insignificantes. 

33. La acreditación de las entidades se basa en las definiciones de las categorías de riesgo A, B y C en 
el caso de las actividades y I1, I2 y I3 respecto de los intermediarios. Las entidades e intermediarios 
acreditados en la Categoría A o I1 pueden solicitar financiación de aquellas actividades cuyas categorías 
evaluadas de riesgo ambiental y social correspondan, como máximo, a la Categoría A o I1. Las entidades e 
intermediarios acreditados en la Categoría B o I2 pueden proponer actividades cuyas categorías 
evaluadas de riesgo correspondan, como máximo, a la Categoría B o I2 únicamente. Las entidades 
acreditadas en la Categoría C o I3 solo pueden solicitar financiación para las actividades pertenecientes a 
la Categoría C o I3. 

 

6.4 Control de debida diligencia ambiental y social 
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34. El GCF realizará sus controles de debida diligencia ambiental y social como parte de su 
evaluación de las actividades sometidas a consideración para recibir financiación. El propósito de los 
controles de debida diligencia del GCF es comprender y evaluar cómo las entidades acreditadas 
verifican, gestionan y evalúan los riesgos y efectos ambientales, incluidos los de naturaleza 
transfronteriza, y planifican su mitigación. En los controles de debida diligencia del GCF, se corroborará 
que las evaluaciones y las medidas de gestión propuestas por las entidades acreditadas se ajusten a los 
estándares de SAS y la presente política. Únicamente se recomendará a la Junta que el GCF financie 
aquellas actividades propuestas que cumplan los requisitos para gestionar los riesgos y efectos 
ambientales y sociales, conforme a los estándares de SAS y la presente política. 

35. Cuando las entidades acreditadas sometan a la consideración del GCF actividades de inversión, 
el GCF examinará la evaluación ambiental y social de las actividades, incluso, cuando corresponda, a 
través de visitas in situ, a fin de determinar la concordancia de las categorías de riesgo con la 
acreditación de las entidades y los requisitos de los estándares de SAS y la presente política, además de 
recabar comentarios de las partes interesadas en los casos en que los proyectos conlleven posibles 
riesgos y efectos transfronterizos. Con este examen, el GCF propondrá un conjunto de medidas luego de 
consultar a las entidades acreditadas a fin de suplir las eventuales carencias vinculadas a los requisitos 
de los estándares de SAS y la presente política. 

36. Los controles de debida diligencia ambiental y social del GCF incluyen: 

(a) Llevar a cabo las correspondientes labores de investigación, examen y evaluación con respecto a 
la acreditación y la consideración de las propuestas de financiación; 

(b) Evaluar los sistemas de gestión ambiental y social de las entidades y cómo se aplican a las 
actividades, la eficacia e independencia del mecanismo de reparación de agravios de las 
entidades acreditadas e implementadoras, la divulgación de información y la realización de 
consultas significativas y oportunas con todas las partes interesadas, y 

(c) Brindar orientación a las entidades acreditadas a los fines del desarrollo y la implementación 
de medidas para la gestión de los riesgos y efectos. Entre las responsabilidades de las 
entidades acreditadas se encuentra la labor de garantizar que se realicen todas las 
evaluaciones de riesgos e impactos necesarias, que se desarrollen y pongan en práctica planes 
de gestión, que se brinde información, y que se mantenga la debida colaboración y 
comunicación con las partes interesadas. 

37. El GCF realizará los controles de debida diligencia basándose en la información más reciente, 
confiable y pertinente acerca de las actividades. Cuando la información sobre las actividades sea 
limitada, el GCF solicitará información adicional a las entidades acreditadas y, asimismo, tendrá en 
cuenta los riesgos y efectos inherentes al tipo de actividad, el sector o la industria, el contexto específico 
en el que se desarrollarán e implementarán las actividades, y la capacidad de las entidades de ejecución 
para llevar a cabo las actividades de un modo acorde a los requisitos de los estándares de SAS y la 
presente política. Cuando las evaluaciones ya se hayan realizado y los permisos ya se hayan obtenido, 
los controles de debida diligencia de las actividades consistirán en un análisis de carencias para saber si 
se necesitan estudios o medidas ulteriores para satisfacer los requisitos de los estándares de SAS y la 
presente política, así como la exigencia de que se suplan las carencias que se pudieron haber detectado. 
En caso de que haya motivos convincentes por los cuales no sea posible suplir las carencias, la 
importancia de estas últimas, la amplitud de la información suministrada y los posibles riesgos que 
conlleven se reflejarán en el examen con un pedido de exención. 

38. El GCF exigirá que las entidades acreditadas realicen controles de debida diligencia ambiental y 
social respecto de todas las actividades propuestas para recibir financiación del GCF. La finalidad de los 
controles de debida diligencia de las entidades acreditadas es garantizar que las actividades propuestas 
para recibir financiación del GCF cumplan con sus estándares de salvaguardias ambientales y sociales 
conforme a los estándares del GCF y la presente política. Cuando las entidades acreditadas actúen con 
una función de intermediación, estas exigirán que las entidades de ejecución realicen controles de debida 
diligencia de igual nivel respecto de los subproyectos integrantes a fin de satisfacer los requisitos 
descritos en esta sección, y llevarán a cabo los controles de debida diligencia y labores de supervisión 
necesarios para garantizar el cumplimiento de estos requisitos. 
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6.5 Evaluación ambiental y social 

39. El GCF exigirá que las entidades acreditadas realicen una evaluación de los riesgos y efectos 
ambientales y sociales, incluidos los de naturaleza transfronteriza, para garantizar que las actividades 
propuestas para recibir financiación del GCF cumplan con sus salvaguardias ambientales y sociales 
conforme a los estándares de SAS del GCF y la presente política. Si la entidad acreditada actúa con una 
función de intermediación, el GCF le exigirá que lleve a cabo todas las medidas necesarias para garantizar 
que las entidades de ejecución satisfagan los requisitos evaluativos a nivel de actividades que se 
describen en esta sección respecto de cada subproyecto integrante, y llevará a cabo los controles de 
debida diligencia y las labores de supervisión necesarios para garantizar el cumplimiento de estos 
requisitos. 

40. La evaluación ambiental y social se realizará de un modo que: aplique las buenas prácticas 
internacionales de la industria, identifique las mejores alternativas y permita tener una visión integrada y 
equilibrada de los riesgos y efectos ambientales y sociales conforme a los estándares del GCF y los 
requisitos de las entidades acreditadas, y que contemple los factores ambientales y sociales que pueden 
incidir en la consecución de los resultados que se persiguen. Además, incluirá, cuando corresponda, los 
riesgos y efectos ambientales y sociales aguas arriba y aguas abajo y los efectos sobre los ecosistemas, 
además de identificar oportunidades para mejorar los resultados y beneficios ambientales y sociales 
positivos. 

41. El alcance y la profundidad de la evaluación ambiental y social serán proporcionales al nivel de 
los riesgos y efectos y se determinarán en la verificación y los requisitos específicos de las salvaguardias 
ambientales y sociales que sean aplicables de conformidad con los estándares de SAS del GCF y la 
presente política. En los casos de actividades de la Categoría A que se prevé que conlleven riesgos y 
efectos ambientales y sociales significativos, incluidos los de naturaleza transfronteriza, se exigirán una 
EIAS y un PGAS completos y exhaustivos. En los casos de actividades de la Categoría B cuyos efectos sean 
limitados, se exigirán una EIAS de adecuación al propósito y un PGAS, con ejes de atención más acotados 
cuando resulte apropiado, donde se describan los efectos potenciales, así como las medidas adecuadas de 
mitigación, vigilancia y presentación de informes. Se prevé que las actividades de la Categoría C no 
causarán ningún efecto ambiental o social significativo, razón por la cual pueden prescindir de toda 
evaluación, si bien su efectiva pertenencia a la Categoría C debería confirmarse mediante una evaluación 
preliminar o verificación. 

42. Existen diversas herramientas y estudios que pueden utilizarse para complementar y fortalecer 
aún más la evaluación de los riesgos y efectos ambientales y sociales. Estos forman parte de una serie de 
herramientas de evaluación comúnmente aceptadas, tales como evaluaciones ambientales y sociales 
estratégicas, evaluaciones de impacto regional, impacto acumulativo, y demás estudios especializados 
que puedan requerirse en virtud de salvaguardias ambientales y sociales específicas conforme a los 
estándares de SAS del GCF y la presente política. El GCF podrá recomendar o exigir instrumentos de 
planificación y herramientas adicionales, según sea necesario, a fin de cumplir los requisitos nacionales y 
los compromisos internacionales de los países. 

 
6.6 Plan de gestión ambiental y social 

43. El GCF exigirá y garantizará que las entidades acreditadas elaboren PGAS que contengan las 
medidas destinadas a gestionar y mitigar los riesgos y efectos identificados, conforme a los estándares de 
SAS del GCF y la presente política. Si una entidad acreditada actúa con una función de intermediación, el 
GCF le exigirá que tome todas las medidas necesarias para garantizar que las entidades de ejecución 
satisfagan los requisitos relativos al PGAS a nivel de actividades que se tratan en esta sección, y la entidad 
acreditada llevará a cabo los controles de debida diligencia y las labores de supervisión necesarios para 
garantizar el cumplimiento de estos requisitos. 

44. Sobre la base de los resultados de la evaluación ambiental y social, el PGAS de una actividad se 
diseñará de forma tal que se describan adecuadamente las medidas apropiadas para abordar los riesgos 
y efectos ambientales y sociales adversos, incluidos los relativos a la salud y la seguridad, así como las 
oportunidades para procurar resultados ambientales y sociales positivos y mejorarlos. 



Política Ambiental y Social 
Página 17 

 

Asimismo en el PGAS deberán especificarse las funciones y  los correspondientes plazos y recursos. En los 
casos que pueden suponer riesgos y efectos transfronterizos, el PGAS deberá prever un modo de 
demostrar que el conjunto de partes interesadas está de acuerdo con el PGAS. En los casos en que las 
actividades involucran instalaciones ya existentes, podrán exigirse auditorías ambientales y sociales con 
un PGAS, que podría incluir la subsanación, compensación o gestión de los problemas ambientales y 
sociales residuales que haya. 

45. El PGAS se integrará en la labor general de planificación, diseño, asignación de recursos y 
ejecución de las actividades financiadas por el GCF y se reflejará en el sistema de gestión ambiental y 
social de las entidades acreditadas. Cuando se adviertan carencias en la capacidad de las entidades 
acreditadas para poner en práctica las medidas de mitigación, el GCF trabajará con dichas entidades con 
miras a desarrollar o mejorar la capacidad institucional y abordar esas carencias antes de que se 
implementen las actividades que necesitan esas medidas de mitigación. 

46. El GCF exigirá y se cerciorará de que se hayan verificado las actividades, incluidos los 
subproyectos integrantes de los programas y las actividades que requieran intermediación financiera, a 
fin de identificar posibles efectos que impliquen reasentamientos involuntarios, conforme a los objetivos 
y requisitos del estándar de SAS del GCF, especialmente en lo concerniente a la adquisición de tierras y 
los reasentamientos involuntarios. Las actividades financiadas por el GCF se diseñarán e implementarán 
de un modo que evite o minimice la necesidad de recurrir al reasentamiento involuntario. Cuando no sea 
posible evitar un reasentamiento involuntario limitado, el GCF —a través de consultas informadas y la 
participación de las personas o comunidades afectadas por las actividades— exigirá la elaboración de un 
plan de acción para el reasentamiento. De lo contrario, si aún no estuvieran determinadas las actividades 
o los lugares específicos, obligará la creación de un marco de políticas de reasentamiento que sea 
proporcional a la magnitud del desplazamiento físico y económico y la vulnerabilidad de las personas y 
comunidades. Los marcos de políticas de reasentamiento deberán incluir disposiciones relativas al 
desarrollo y la implementación de planes de acción para el reasentamiento específicos del lugar, que 
cumplan con los requisitos de las entidades acreditadas para dichos planes, conforme a los estándares del 
GCF y la presente política. En los casos en los que se produzcan desplazamientos económicos o se vea 
restringido el acceso a los medios de vida como consecuencia de la adquisición de tierras o el 
reasentamiento, el GCF exigirá que se elaboren planes o marcos de restablecimiento o compensación de 
los medios de vida. Estos planes o marcos complementarán las evaluaciones sociales de las actividades y 
brindarán orientación sobre cuestiones específicas y el debido proceso en relación con el reasentamiento 
involuntario, incluidas la adquisición de tierras, las consultas con los pueblos afectados acerca de sus 
derechos y opciones, la compensación de bienes, el consentimiento libre, previo e informado en los casos 
de tierras y territorios indígenas, la pérdida y restablecimiento de medios de vida, los subsidios 
transitorios, las instalaciones y sitios de reasentamiento, y la reparación de agravios. 

47. El GCF exigirá y se cerciorará de que se hayan verificado las actividades, incluidos los 
subproyectos integrantes de los programas y las actividades que requieran intermediación financiera, a 
fin de identificar posibles consecuencias para los pueblos indígenas, conforme a los objetivos y requisitos 
de los estándares de SAS del GCF y demás políticas pertinentes. En los procesos de verificación y 
evaluación de riesgos, se propiciará la realización de contribuciones y aportaciones por parte de los 
pueblos indígenas. Cuando se adviertan potenciales efectos adversos para los pueblos indígenas, el GCF 
exigirá la elaboración de medidas para minimizar, restablecer y/o compensar estos efectos de un modo 
culturalmente apropiado que sea proporcional a la naturaleza y la escala de dichos efectos y la 
vulnerabilidad de las comunidades de pueblos indígenas afectadas. Se deberán describir estas medidas, 
así como calcular los costos correspondientes, como parte del proceso de consideración de la propuesta 
para recibir financiación del GCF. Tales medidas podrán integrarse en un plan de gestión más amplio o 
incluirse en un plan para los pueblos indígenas o, si aún no estuvieran determinadas las actividades o los 
lugares específicos, en un marco de planificación para los pueblos indígenas. Los planes o marcos se 
elaborarán con la plena y efectiva participación de los pueblos indígenas, a través de un proceso de 
consultas significativas adaptado a ellos y la obtención del consentimiento libre, previo e informado de 
los pueblos indígenas afectados, cuando así lo exijan las correspondientes políticas del GCF. El alcance y 
la amplitud de dichos planes serán proporcionales a la vulnerabilidad de los pueblos indígenas y la 
magnitud del impacto sobre los derechos consuetudinarios de uso y acceso a la tierra y los recursos 
naturales, la condición socioeconómica, la integridad cultural, los conocimientos y habilidades indígenas, 
y el bienestar en general. Los marcos de planificación para los pueblos indígenas incluirán 
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disposiciones relativas a la elaboración e implementación de planes para los pueblos indígenas específicos 
para el lugar. Estos planes y marcos complementarán la evaluación social de las actividades y brindarán 
orientación sobre cuestiones específicas relativas al abordaje de las necesidades de los pueblos indígenas 
afectados. 

48. El GCF exigirá y se cerciorará de que se hayan verificado las actividades, incluidos los 
subproyectos integrantes de los programas y las actividades que requieran intermediación financiera, a 
fin de identificar posibles consecuencias adversas para la promoción, la protección, el respeto y el 
ejercicio de los derechos humanos. Esto podrá hacerse a través de la evaluación del impacto ambiental y 
social requerida (complementada por los controles de debida diligencia específicos en materia de 
derechos humanos que las entidades acreditadas consideren pertinentes en relación con circunstancias o 
actividades específicas). En los casos de actividades que conlleven posibles efectos adversos para los 
derechos humanos, el GCF exigirá la elaboración de un plan de acción que identifique la normativa 
nacional y/o las obligaciones del país que sean directamente aplicables a las actividades en virtud de los 
acuerdos y tratados internacionales pertinentes, y que describa las medidas de mitigación que se 
adoptarán para cumplir esas obligaciones y leyes nacionales. Se deberán describir estas medidas, así 
como calcular los costos correspondientes, como parte del proceso de consideración de la propuesta para 
recibir financiación del GCF. El GCF no financiará actividades que prevean una labor de mitigación 
inadecuada. 

49. El GCF exigirá y se cerciorará de que se hayan verificado las actividades, incluidos los 
subproyectos integrantes de los programas y las actividades que requieran intermediación financiera, a 
fin de identificar posibles consecuencias adversas para la promoción, la protección y el respeto de la 
igualdad de género de conformidad con la Política de Género y el Plan de Acción sobre Cuestiones de 
Género del GCF y en cumplimiento de la normativa nacional y/o las obligaciones del país que sean 
directamente aplicables a las actividades en virtud de los acuerdos y tratados internacionales 
pertinentes a través de una evaluación exhaustiva de los riesgos y efectos relativos al género. Se deberán 
describir las medidas de apoyo y mitigación, así como calcular los costos correspondientes, en los planes 
de acción y/o PGAS en materia de género correspondientes a actividades específicas, como parte del 
proceso de consideración de la propuesta para recibir financiación del GCF. 

50. El GCF exigirá y se cerciorará de que se hayan verificado y evaluado las actividades, incluidos los 
subproyectos integrantes de los programas y las actividades que requieran intermediación financiera, a 
fin de identificar posibles consecuencias sobre la biodiversidad, conforme a los objetivos y requisitos de 
los estándares de SAS del GCF, especialmente en lo concerniente a la conservación de la biodiversidad y la 
gestión de los recursos naturales. Las actividades evitarán producir efectos sobre la biodiversidad y los 
servicios ecosistémicos y, en caso de no ser posible evitarlos, se implementarán medidas para 
minimizarlos y para compensar y restablecer la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. En los casos 
de actividades que conlleven posibles efectos adversos para los hábitats naturales, el GCF exigirá la 
elaboración de un plan de acción en materia de biodiversidad que describa el programa sobre evaluación, 
vigilancia, resultados de conservación y mitigación a largo plazo. Cuando las medidas de prevención, 
minimización o mitigación no sean una opción disponible o suficiente, y cuando haya suficientes pruebas 
para justificar y apoyar su viabilidad, la entidad acreditada —en coordinación con los expertos 
correspondientes y el GCF— diseñará e implementará medidas que subsanen y restablezcan, antes de 
compensar en forma adecuada y justa, los riesgos y efectos residuales que pudiera haber. Se deberán 
describir estas medidas, así como calcular los costos correspondientes, en los planes de acción y/o PGAS 
en materia de biodiversidad como parte del proceso de consideración de la propuesta para recibir 
financiación del GCF. Las medidas de compensación se utilizarán para mitigar los efectos adversos sobre 
los ecosistemas y la biodiversidad en situaciones extraordinarias, solo como último recurso, y 
únicamente en supuestos específicos cuando: se hayan contemplado todas las otras medidas 
técnicamente factibles de prevención, minimización o restablecimiento; cuenten con un respaldo 
científico sólido y riguroso; hayan sido elaboradas en consulta con expertos independientes; y se haya 
asegurado su gestión, apoyo y financiación a largo plazo. 

51. En los casos de actividades que requieran intermediación financiera, el GCF exigirá y garantizará 
que las entidades acreditadas que actúen con funciones intermediarias elaboren un sistema o marco de 
gestión ambiental y social operativo a nivel de programas o proyectos a fin de identificar y gestionar los 
riesgos asociados a su cartera y las actividades delegadas en forma constante. La complejidad del sistema 
o marco de gestión ambiental y social a nivel de programas o proyectos variará en función del nivel de 
exposición al riesgo con el que se prevé que deberá lidiar el intermediario. El sistema o marco de gestión 
ambiental y social se diseñará e implementará 
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de forma tal que cumpla con las salvaguardias ambientales y sociales de las entidades acreditadas, 
conforme a los estándares de SAS del GCF y la presente política. 

 
6.7 Cambios operativos 

52. El GCF exigirá que las entidades acreditadas le informen cuando se produzcan cambios 
importantes en el diseño y la ejecución de las actividades, la política, el contexto regulatorio, la 
comunidad y el medio receptor, riesgos y efectos ambientales imprevistos, u otras circunstancias que 
eleven o puedan elevar la categoría de riesgo ambiental y social de las actividades financiadas por el GCF. 
El GCF exigirá y se cerciorará de que las entidades acreditadas hayan realizado los controles de debida 
diligencia que resulten apropiados para la nueva categoría de riesgo ambiental y social de las actividades 
y que revisen el PGAS a fin de cumplir con los requisitos de sus salvaguardias ambientales y sociales, de 
forma acorde a los estándares de SAS del GCF. Los ulteriores controles de debida diligencia y las 
modificaciones a los PGAS y demás documentos relativos a las salvaguardias se divulgarán de un modo 
acorde a la Política de Divulgación de Información del GCF. 

53. El GCF también exigirá que las entidades acreditadas le informen cuando sea necesario realizar 
modificaciones al PGAS u otros planes de gestión. En el contexto de la gestión adaptativa de los riesgos, 
las entidades acreditadas garantizarán que la implementación de los PGAS sea sensible a los cambios 
coyunturales y los resultados de las labores de vigilancia a lo largo de todo el ciclo de vida del proyecto. 
El GCF exige que las entidades acreditadas mantengan controles efectivos de debida diligencia, lo cual 
incluye enfoques de vigilancia participativos, a fin de lidiar con los cambios imprevistos en las 
actividades o reflejar las mejoras técnicas o tecnológicas para abordar los riesgos y efectos ambientales 
y sociales y cumplir con los requisitos relativos a las salvaguardias ambientales y sociales de 
conformidad con los estándares de SAS del GCF. 

54. El GCF exigirá que las entidades acreditadas le informen toda modificación de sus sistemas de 
gestión ambiental y social que pueda perjudicar la planificación, el diseño, la implementación y la 
vigilancia de las actividades financiadas por el GCF. Cuando, a raíz de tales modificaciones, los PGAS o el 
sistema de gestión ambiental y social a nivel de programas o proyectos se tornen incompatibles con los 
estándares de SAS del GCF, el GCF exigirá y garantizará que las entidades acreditadas realicen las 
reformas apropiadas al PGAS o tomen otras medidas necesarias para cumplir los requisitos de los 
estándares de SAS del GCF. 

55. En caso de que las entidades acreditadas actúen con una función de intermediación, el GCF 
les exigirá que se aseguren de que las entidades de ejecución le informen los cambios operativos que 
se tratan en esta sección y que, a su vez, informen al GCF. El GCF colaborará con las entidades 
acreditadas y las entidades de ejecución y ejercerá funciones de supervisión para garantizar la 
implementación de cualquier otra ulterior medida que sea necesaria. 

 
6.8 Vigilancia y presentación de informes 

56. Por medio de su Secretaría, el GCF desarrollará funciones de vigilancia y presentación de 
informes respecto del desempeño ambiental y social de las entidades acreditadas y las actividades 
respaldadas conforme a lo requerido en el marco de vigilancia y rendición de cuentas del GCF11. La labor 
de vigilancia será un proceso continuo que permitirá realizar divulgaciones de conformidad con el marco 
de vigilancia y rendición de cuentas y la Política de Divulgación de Información. El alcance de la labor de 
vigilancia dependerá del tipo y nivel de riesgos identificados, incluidos los riesgos ambientales y sociales. 

57. El GCF vigilará que las entidades acreditadas cumplan con los requisitos sobre salvaguardias 
ambientales y sociales que sean aplicables, de conformidad con los estándares de SAS y el marco de 
vigilancia y rendición de cuentas del GCF. Con periodicidad anual, las entidades acreditadas 
presentarán al GCF una autoevaluación de su cumplimiento de las salvaguardias ambientales y sociales 
que sean aplicables, conforme a los estándares de SAS del GCF. 

 

11 Decisión B.11/10. 
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Una vez cumplida la mitad del período de cinco años de acreditación, la Secretaría realizará un examen 
de medio término del desempeño de las entidades acreditadas en cuanto al cumplimiento. La Secretaría 
informará anualmente a la Junta los resultados combinados de las autoevaluaciones anuales, los 
exámenes de medio término, y cualquier otro examen ad hoc que se haya realizado. 

58. Los requisitos de presentación de informes para las actividades financiadas por el GCF incluirán 
informes anuales de desempeño e informes de evaluación intermedios y finales. Estos informes 
especificarán la conformidad de las actividades con los estándares de SAS y la presente política, y 
brindarán información de las unidades independientes de rendición de cuentas del GCF y toda otra 
disposición aplicable en materia ambiental y social prevista en el acuerdo legal. De ser necesario, el GCF 
podrá exigir que se realicen tareas de vigilancia y presentación de informes o auditoría más frecuentes o 
ad hoc sobre cuestiones ambientales y sociales específicas, lo cual podría incluir, además, visitas al sitio y 
consultas con los beneficiarios, las comunidades y las autoridades nacionales designadas. 
Posteriormente, la Secretaría informará a la Junta sobre el desempeño de las entidades acreditadas con 
respecto a las actividades financiadas por el GCF y le comunicará el progreso de la implementación, los 
problemas, los riesgos y las enseñanzas, incluidos aquellos que guarden relación con las salvaguardias 
ambientales y sociales. 

59. Las entidades acreditadas son responsables de la labor de vigilancia y presentación de informes 
al GCF en relación con las actividades financiadas por el GCF. En caso de que las entidades acreditadas 
actúen con una función de intermediación, el GCF les exigirá que garanticen que las entidades de 
ejecución cumplan los requisitos de vigilancia y presentación de informes de las actividades que se 
tratan en esta sección y que, a su vez, brinden la información requerida de las labores de vigilancia y 
presentación de informes al GCF. Esto puede incluir la vigilancia y presentación de informes tanto sobre 
actividades específicas como sobre el conjunto de actividades. El GCF examinará la información de las 
labores de vigilancia y presentación de informes acerca de las actividades de las entidades de ejecución 
que faciliten las entidades acreditadas que actúen como intermediarias. 

60. Como parte de la vigilancia del desempeño ambiental y social de las actividades, el GCF exigirá 
que las entidades acreditadas lleven a cabo todas las medidas necesarias para garantizar una vigilancia 
participativa mediante la implicación de las comunidades, las partes interesadas locales, los pueblos 
indígenas y las organizaciones de la sociedad civil en todas las etapas del ciclo de vida de las actividades. 
Esta metodología de vigilancia participativa, además, alentará a las autoridades nacionales designadas o 
los puntos focales a que organicen análisis de las carteras nacionales que involucren a personas 
afectadas por las actividades y demás partes interesadas locales. 

 
VII. Divulgación de información, participación de las partes 

interesadas y reparación de agravios 

 
7.1 Divulgación de información 

61. El Instrumento rector afirma que el GCF funcionará de manera transparente y sujeta a 
rendición de cuentas, guiándose por los principios de eficiencia y eficacia. La Política de Divulgación de 
Información del GCF12 pone en práctica este compromiso garantizando la transparencia, el acceso 
público a la información y la participación de las partes interesadas en todas sus actividades. Conforme 
a la Política de Divulgación de Información, las comunidades y partes interesadas externas que se vean 
o puedan verse afectadas deben tener a su disposición la información que sea pertinente, incluida 
aquella atinente a los problemas ambientales y sociales. 

62. La información se pondrá a disposición de conformidad con las disposiciones de la Política de 
Divulgación de Información, permitiendo que las partes interesadas tengan tiempo de analizarla, 
procurar información adicional y realizar aportaciones sobre una actividad propuesta, lo cual incluye 
posibles formas de mejorar el diseño y la implementación de sus salvaguardias ambientales y sociales.  

 

12 Decisión B.12/35. 
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La información presentada como informes ambientales y sociales, incluidos los documentos adicionales 
que se describen en los párrafos 64 y 65, se ofrecerá a través de enlaces electrónicos a los sitios web de 
las entidades acreditadas y del GCF (en el caso del sitio web del GCF, al presentar la propuesta de 
financiación a la Secretaría), así como en lugares de fácil acceso para las personas afectadas. La 
información estará disponible tanto en inglés como en el idioma local (en caso de que no sea el inglés) a 
fin de promover su adecuada comprensión por parte de las comunidades afectadas y potencialmente 
afectadas, las partes interesadas y el público en general. 

63. La Política de Divulgación de Información del GCF exige que las entidades acreditadas divulguen 
al público y, a través de la Secretaría, a la Junta y los observadores activos, la documentación necesaria 
correspondiente a las salvaguardias ambientales y sociales de las actividades, cumpliendo, además, con 
el período de divulgación exigido. La divulgación requerida se aplicará también a los subproyectos de las 
Categorías A y B que integran los programas e inversiones financiados por el GCF a través de una 
intermediación de nivel medio a elevado. 

64. El GCF exigirá que se divulgue todo documento adicional referente a las salvaguardias 
ambientales y sociales. Estos documentos incluirán un conjunto de instrumentos de evaluación y gestión, 
como planes de acción y marcos de políticas para el reasentamiento, planes y marcos de planificación 
para los pueblos indígenas, evaluaciones y planes de acción en materia de género, e informes de auditoría 
y debida diligencia ambiental y social. Estos documentos complementarán los informes ambientales y 
sociales o los instrumentos fundamentales relativos a las salvaguardias que se exigen en todos los casos 
—EIAS, PGAS y/o los sistemas o marcos operativos de gestión ambiental y social— y se divulgarán del 
mismo modo y en los mismos plazos que los instrumentos fundamentales. Tales documentos deberán ser 
lo suficientemente exhaustivos para que se tomen como referencia en la evaluación y decisión relativas a 
las actividades propuestas para recibir financiación del GCF. 

65. Las entidades acreditadas también divulgarán, del mismo modo y en los mismos plazos que 
los documentos referentes a las salvaguardias, un resumen de las actividades, junto con la 
información ambiental/social, que, como mínimo, deberá incluir lo siguiente: 

(a) El propósito, la naturaleza y la escala de las actividades, y los beneficiarios previstos; 

(b) La duración de las actividades propuestas; 

(c) Un resumen de las consultas a las partes interesadas y el proceso previsto para su 
participación, y 

(d) El (o los) mecanismo(s) existentes de reparación de agravios. 

66. En caso de que las entidades acreditadas actúen con una función de intermediación, el GCF 
les exigirá que lleven a cabo todas las medidas necesarias para garantizar que las entidades de 
ejecución satisfagan los requisitos de divulgación de información que se tratan en esta sección, y las 
entidades acreditadas realizarán los controles de debida diligencia y las labores de supervisión 
necesarios para corroborar el cumplimiento de estos requisitos. 

 

7.2 Participación de las partes interesadas 

67. El GCF exigirá que las entidades acreditadas, incluidos los intermediarios, garanticen la efectiva 
implicación de las comunidades e individuos, incluidos los grupos e individuos transfronterizos, 
vulnerables y marginados que se ven, o podrían verse, afectados por las actividades propuestas para 
recibir financiación del GCF. El plan de participación de las partes interesadas describirá la divulgación de 
información, el desarrollo de consultas significativas y una participación informada de un modo 
culturalmente apropiado y con perspectiva de género, y, en ciertas circunstancias, el consentimiento 
libre, previo e informado, según lo exigido de conformidad con los estándares de SAS del GCF. La 
divulgación de información, el desarrollo de consultas significativas y la participación informada se 
diseñarán y llevarán a cabo de un modo que contemple los riesgos y efectos, incluidos, cuando 
corresponda, los efectos transfronterizos, así como las oportunidades para mejorar los resultados 

ambientales y sociales de las actividades propuestas. 
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Estos procesos comenzarán con el diseño y el desarrollo de actividades, y continuará a lo largo de todo 
el ciclo de vida de las actividades. 

68. El GCF, en colaboración con las autoridades nacionales designadas y los puntos focales de los 
países, describirá el proceso y establecerá pautas orientativas para ayudar a las entidades acreditadas a 
instaurar y poner en práctica un proceso para el desarrollo de consultas significativas con las personas 
que se ven, o podrían verse, afectadas por las actividades, sobre la base de los principios de 
transparencia, inclusión, no discriminación, “no causar daño” y rendición de cuentas, así como de las 
mejores prácticas internacionales, de un modo acorde a las opciones de mejores prácticas para la 
coordinación nacional y la participación de las distintas partes interesadas13. 

68 bis. El GCF también desarrollará modos, aplicables a todas las etapas, para la consideración de los 
proyectos, la realización de consultas, el intercambio de información y la resolución de las inquietudes 
de los países limítrofes en relación con aquellos proyectos que conllevan posibles efectos ambientales y 
sociales transfronterizos. 

69. El GCF exigirá y garantizará que el desarrollo de consultas significativas sea culturalmente 
apropiado, tenga lugar a lo largo de todo el ciclo de vida de las actividades, con la facilitación y 
divulgación de información en forma oportuna, en un formato comprensible, en los idiomas locales que 
correspondan, con inclusión y perspectiva de género y sin ningún tipo de coerción, y que incorpore en el 
proceso de toma de decisiones los puntos de vista de las partes interesadas. Los procesos prestarán 
especial atención a los grupos vulnerables y a realizar las consultas de un modo que no ponga en riesgo a 
los grupos e individuos vulnerables. En el caso de las actividades que repercutan en los pueblos 
indígenas, esta labor de implicación contará con el respaldo de los objetivos y requisitos de los 
estándares de SAS y las políticas pertinentes del GCF, incluida, entre otras, la Política sobre Pueblos 
Indígenas del GCF, incluso en lo referente al consentimiento libre, previo e informado. 

70. El GCF se reserva el derecho a observar y participar en el proceso de consulta o solicitar la 
documentación del proceso a fin de adquirir una mejor comprensión de los problemas e inquietudes de 
las comunidades, grupos e individuos afectados o potencialmente afectados, y de cómo las entidades 
acreditadas abordarán sus inquietudes. 

71. El GCF colabora de forma directa con las partes interesadas en los procesos relativos a la gestión 
de los riesgos y efectos ambientales y sociales, incluida la elaboración de políticas, procedimientos, pautas 
orientativas y el SGAS del GCF. En tales procesos, los documentos esenciales están sujetos a un período 
mínimo de 30 días de divulgación pública de conformidad con la Política de Divulgación de Información 
del GCF. 

72. En el caso de que las entidades acreditadas actúen con una función de intermediación, el GCF les 
exigirá que lleven a cabo todas las medidas necesarias para garantizar que las entidades de ejecución 
satisfagan los requisitos de participación de las partes interesadas a nivel de actividades que se tratan 
en esta sección, y las entidades acreditadas realizarán los controles de debida diligencia y las labores 
supervisión necesarios para corroborar el cumplimiento de estos requisitos. 

 

7.3 Mecanismos de reparación de agravios 

73. El enfoque del GCF prevé la formulación y reparación de agravios a nivel del GCF, de las 
entidades acreditadas y de las actividades. El GCF exige que las entidades acreditadas informen a las 
comunidades afectadas, o que tienen probabilidades de verse afectadas por las actividades financiadas 
por el GCF, acerca de los mecanismos de formulación y reparación de agravios en los tres niveles, en la 
primera ocasión en que sea posible durante el proceso de participación de las partes interesadas, en un 
formato comprensible y en todos los idiomas que correspondan. Las entidades acreditadas brindarán a 
las comunidades, y difundirán con las otras instituciones involucradas, los detalles para el envío de 
quejas, con los datos de contacto y los modos procedentes de recepción. 

74. Los estándares de SAS del GCF establecen los requisitos para constituir mecanismos de 
reparación de agravios a nivel de actividades a fin de recibir y facilitar la resolución de las inquietudes 

 
13 Decisión B.08/10, anexo XIV. 
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y los agravios formulados con respecto al desempeño ambiental y social de las actividades financiadas 
por el GCF. Estos mecanismos procurarán resolver las quejas de un modo que sea satisfactorio para los 
reclamantes y las demás partes pertinentes, que serán identificadas, dependiendo de la naturaleza de la 
queja. A tal fin, el GCF exigirá que las entidades acreditadas identifiquen, cuando esto ya exista en el 
mecanismo de reparación de agravios a nivel de actividades, o que establezcan y mantengan mecanismos 
apropiados y efectivos para recibir quejas y facilitar su resolución en relación con las actividades 
financiadas por el GCF. 

75. A nivel del GCF, el Mecanismo independiente de reparación se ocupará de los reclamos y las 
quejas presentados por las personas, grupos de personas o comunidades —o presentados en su 
nombre por los Gobiernos o un representante, con la debida autorización para actuar en tal carácter—, 
que se hayan visto o puedan haberse visto afectados por los efectos adversos, incluidos los efectos 
transfronterizos de los proyectos, en relación con las actividades financiadas por el GCF. En caso de 
presentarse una queja ante el Mecanismo independiente de reparación, las entidades acreditadas 
cooperarán con él y con el GCF. 

76. El GCF reconoce que los mecanismos de reparación de agravios a nivel local o de proyectos son 
capaces de subsanar de manera efectiva y directa las quejas, y alienta a utilizar estos mecanismos 
siempre que sea posible. Tal reconocimiento no limita en modo alguno la capacidad de los reclamantes 
para acceder directamente al Mecanismo independiente de reparación del GCF. Aquellas personas que 
manifiesten haberse visto afectadas por actividades que no cumplen con las políticas y los 
procedimientos propios de las entidades acreditadas deberían tener derecho a acceder a los mecanismos 
de reparación de agravios propios de las entidades acreditadas y/o aquellos que existan a nivel de 
proyecto o actividad, en caso de que sean mecanismos separados. Las entidades acreditadas tienen la 
responsabilidad de exigir y garantizar que sus mecanismos de reparación de agravios y los 
correspondientes a las actividades funcionen de manera efectiva, eficiente, legítima e independiente, de 
un modo que sea accesible, justo, predecible, transparente, y que permita el aprendizaje continuo. 

77. En caso de que las entidades acreditadas actúen con una función de intermediación, estas 
exigirán que las entidades de ejecución satisfagan los requisitos relativos al mecanismo de formulación 
de agravios a nivel de actividades que se trata en esta sección, manteniendo, al mismo tiempo, la 
responsabilidad por sus propios mecanismos de reparación de agravios, y realizarán los controles de 
debida diligencia y labores de supervisión necesarios para corroborar el cumplimiento de estos 
requisitos. 

78. El mecanismo de las entidades acreditadas y/o las entidades de ejecución debería ser acorde a la 
escala de los riesgos y efectos de las actividades. El mecanismo facilitará la resolución de los agravios sin 
demoras, a través de un proceso accesible, justo, transparente y constructivo. Este será, además, 
culturalmente apropiado y de fácil acceso, sin costo para el público, y sin represalias para los individuos, 
grupos o comunidades que plantearon el problema o la inquietud. El mecanismo no impedirá el acceso al 
Mecanismo independiente de reparación del GCF o a los recursos judiciales o administrativos que puedan 
estar disponibles a través de los sistemas de los países, puesto que se reconoce que estos sistemas 
adaptados al ámbito local pueden brindar información más sólida y reflejar más adecuadamente el 
contexto de los problemas en el terreno. A fin de maximizar la efectividad, el mecanismo tendrá en cuenta 
los “criterios de eficacia” para los mecanismos de reclamación extrajudiciales descritos en los Principios 
Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
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VIII. Provisión de recursos y arreglos para la implementación 

79. La política es un componente esencial del marco de gestión general que se describe como el 
SGAS del GCF. La implementación de esta política se realizará a través de los procesos y 
procedimientos elaborados como parte del SGAS, teniendo en cuenta otras políticas que sean 
pertinentes y los estándares de SAS del GCF. El GCF dispondrá de personal con la pericia adecuada y 
asignará las responsabilidades y los recursos apropiados para apoyar la aplicación efectiva de esta 
política. 

 
IX. Entrada en vigencia y revisión 

80. La presente política entrará en vigor a partir de su aprobación por parte de la Junta. La política 
se aplicará a las actividades en curso en la medida en que sea razonablemente posible, y a aquellas que 
sean aprobadas luego de su entrada en vigor14. 

81. El GCF revisará y evaluará el desempeño ambiental y social general sobre la base de los 
objetivos de la presente política y los estándares de SAS, conforme a lo señalado en el párrafo siguiente. 
Se considerará la posibilidad de realizar modificaciones que sean apropiadas a la presente política, en 
función de los resultados de dicha revisión y evaluación, las modificaciones al SGAS, incluidas las 
actualizaciones y el desarrollo de los estándares de SAS. Al modificar esta política, el GCF brindará 
orientación a las entidades acreditadas respecto de las consecuencias de dichas modificaciones para 
sus sistemas de gestión ambiental y social y su aplicación a las actividades en curso financiadas por el 
GCF. 

82. La presente política será sometida a una revisión cinco años después de su entrada en vigor, a 
fin de evaluar la efectividad del GCF en la consecución de los objetivos de esta política. Esta revisión 
incluirá consultas con las partes interesadas y será complementada por revisiones e informes operativos 
anuales y de medio término, que podrían redundar en mejoras del SGAS según sea requerido. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

14 Con sujeción a los acuerdos marco de acreditación firmados. 

This document was translated from English. The English version of this document shall be the authoritative 
version of this document for all purposes. In the event of a conflict between the English version and any 
translation of this document, the English version shall prevail. 
 
El presente documento se tradujo del inglés. La versión en inglés de este documento es la versión autorizada 
para todos los fines. En caso de que existan contradicciones entre la versión en inglés y alguna versión 
traducida de este documento, la versión en inglés es la que prevalecerá. 



 

 


